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Cordial saludo, 
 
De manera atenta informamos que ha sido radicado el presente correo como
memorial para el proceso relacionado en el mismo, dentro del registro en el aplica�vo
siglo XXl podrá confirmar los datos del mensaje como Asunto, fecha y hora de recibo. 

Atentamente, 
 

Grupo de Correspondencia 
Oficina de Apoyo de los Juzgados Administra�vos 

Sede Judicial  CAN
CAMS

De: No�ficaciones Judiciales <no�ficacionesjudiciales@habitatbogota.gov.co>
Enviado: lunes, 8 de febrero de 2021 12:49 p. m. 
Para: Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C. <correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>;
Juan Sebas�an Parra Raffan <juan.parra@habitatbogota.gov.co> 
Asunto: Contestación demanda 2019-00203.
 
Bogotá D.C. 
Señores
JUZGADO CUARTO (4) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C.
E. S. D.

Referencia:               1110013341-004-2019-00203-00.
Demandante:            INTERBAUEN S.A.S.
Medio de control:     NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO
Demandado:             DISTRITO CAPITAL-SECRETARIA DISTRITAL DEL HÁBITAT.
Actuación:                CONTESTACIÓN DEL MEDIO DE CONTROL.

Buen día, la Secretaría Distrital del Hábitat envía contestación de la demanda del proceso de la
referencia con sus respectivos anexos. 

Gracias.  

Notificaciones Judiciales  

Subsecretaría Juridica 
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Secretaría Distrital del Hábitat 
Teléfono: (+57) 1 358 1600 -  
Bogotá, Colombia  

"Antes de imprimir este mensaje, compruebe que es necesario hacerlo. Una tonelada de papel implica la tala de 15
árboles y el consumo de 250 mil litros de agua. El medio ambiente es compromiso de TODOS. " 
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Bogotá D.C. 

 

Señores 

JUZGADO CUARTO (4) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C. 

E. S. D. 

 

Referencia:  1110013341-004-2019-00203-00. 

Demandante:  INTERBAUEN S.A.S. 

Medio de control: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

Demandado:  DISTRITO CAPITAL-SECRETARIA DISTRITAL DEL 

    HÁBITAT. 

Actuación: CONTESTACIÓN DEL MEDIO DE CONTROL. 

 

 

CONTESTACIÓN DEL MEDIO DE CONTROL 

 

JUAN SEBASTIÁN PARRA RAFFÁN, identificado con cédula de ciudadanía                 

n.° 1.026.287.609 de Bogotá, portador de la tarjeta profesional de abogado n.° 289.261 

expedida por el Consejo Superior de la Judicatura, en mi calidad de apoderado especial de 

la SECRETARÍA DISTRITAL DEL HÁBITAT, con fundamento en el poder que para 

tal efecto se adjunta; encontrándome dentro la oportunidad legal, me permito contestar el 

medio de control de la referencia, que pretende declarar la nulidad de la Resolución 1428 

de 19 de noviembre de 2018 y el oficio n.° 2-2019-23818, por medio de las cuales cursó un 

procedimiento administrativo en contra de la parte demandante por el incumpliendo de las 

obligaciones que se derivan del registro de enojando que ostentaba el demandante; 

solicitando que se desestimen las pretensiones formuladas por el demandante con 

fundamento en las consideraciones jurídicas y de hecho que se exponen a continuación: 

 

I. La Secretaría Distrital del Hábitat y el deber de representar al Distrito Capital — 

Alcaldía Mayor de Bogotá D.C., en el presente asunto. 

 

De acuerdo con lo previsto en el Decreto Distrital 212 de 2018, la Alcaldesa Mayor delegó: 

"[...] en los Secretarios de Despacho, Directores de Departamentos Administrativos y 

Gerente de la Unidad Administrativa Especial sin personería jurídica, la representación 

legal en lo judicial y extrajudicial de Bogotá, Distrito Capital, en relación con sus 

respectivas entidades, para todos aquellos procesos, acciones de tutela, diligencias, 

acuerdos distritales y/o actuaciones judiciales o administrativas, que se adelanten con 

ocasión de los actos, hechos, omisiones u operaciones que realicen, en que participen o 

incurran, que se relacionen con asuntos inherentes a cada uno de ellos, conforme a su 

objeto[…]”(subraya fuera de texto). Con fundamento en las funciones inherentes a la 

Secretaría Distrital del Hábitat, es ésta la entidad responsable de contestar el medio de 

control de la referencia en nombre y representación del Distrito Capital. 

II. A Las pretensiones 

 

Me opongo a todas y cada una de las pretensiones formuladas por el demandante por 

carecer de causa y sustento jurídico. Como se verá más adelante y se demostrará durante el 

curso del proceso, se evidencia que hay una indebida escogencia del medio de control; y 

por consiguiente, la caducidad de este.   

 

http://www.habitatbogota.gov.co/
http://www.facebook.com/SecretariaHabitat
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III.  A los hechos formulados por el demandante 

 

A continuación, me permito hacer referencia a los fundamentos de hecho del medio de 

control incoado, según se anota en la demanda que respondo, a fin de demostrar la 

invalidez de estos. En consecuencia, solicitar a su Despacho que, mediante sentencia 

desestime completamente las pretensiones formuladas por el demandante por carecer de 

fundamentos de hecho y de derecho.  

1.  Al hecho 1: Es cierto en los términos del certificado de existencia y representación 

legal de la sociedad Interbauen S.A.S. 

Respecto a las calidades humanas del representante legal, no me constan y no tiene 

relevancia para el proceso.  

2. Al hecho 2: No es cierto. Consultado el expediente administrativo 3-2016-47430-432, 

no se evidencia la comunicación a la que hace referencia el demandante. 

3. Al hecho 3: No es un hecho claro. No señala a cuáles solicitudes de información se 

hace referencia. 

4.  Al hecho 4: Es cierto en el sentido que, mediante Auto 3651 del 30 de noviembre de 

2017, la Subdirección de Investigaciones y Control de Vivienda de la Subsecretaría de 

Inspección, Vigilancia y Control de Vivienda de la Secretaría Distrital del Hábitat decidió 

abrir investigación administrativa en contra de la sociedad enajenadora Interbauen por la 

presentación extemporánea o no presentación de los balances de los estados financieros con 

corte a 31 de diciembre del año 2015. 

5. Al hecho 5: No es un hecho. Es una apreciación subjetiva del demandante.  

6. Al hecho 6: Es cierto. 

7. Al hecho 7: No es un hecho. Es una apreciación subjetiva del demandante. 

8. Al hecho 8: Es cierto.  

9. Al hecho 9: Es cierto. 

10. Al hecho 10: Es cierto. 

11. Al hecho 11: Es cierto. 

12. Al hecho 12: No es un hecho. Es una apreciación subjetiva del demandante.  

13. Al hecho 13: Me atengo a lo que resulte probado en el proceso.   

IV. Fundamentos de la defensa 

1. Problemas jurídicos para resolver. 

 

Según el texto contentivo del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho 

presentado por la sociedad Interbauen S.A.S. la contestación de la demanda se enfocará en 

determinar si: 1) se vulneró el debido proceso de la sociedad demandante en el transcurso 

de la actuación administrativa; 2) Si la Secretaría Distrital del Hábitat ostenta las facultades 

y competencias para imponer las multas por la no presentación de estados financieros 

conforme lo establece el parágrafo del artículo 3 del Decreto Ley 2610 de 1978; 3)  Si se 

realiza una intervención abusiva y en contravía del derecho a la intimidad de la sociedad 

demandante en la exigencia de estados financieros y; 4) Si la entidad demandando tiene la 

facultad para indexar los montos de las sanciones por la no presentación de estados 

financieros por parte de las personas naturales y/o jurídicas que incumplen con las 

obligaciones inherentes al registro de enajenador.   

2. Excepción innominada 

 

Ruego al señor Juez dar aplicación a lo dispuesto en el artículo 187 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de Contencioso Administrativo, que establece: 
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“[...] En la sentencia se decidirá sobre las excepciones propuestas y sobre cualquier 

otra que el fallador encuentre probada. [...] ”.  

3. Excepciones de fondo. 

3.1. Respecto al cargo “Violación al debido proceso por ignorar los recursos 

presentados” 

 

Manifiesta el demandante que la Subdirección de Investigaciones y Control de Vivienda de 

la Subsecretaría de Inspección, Vigilancia y Control de Vivienda de la Secretaría Distrital 

del Hábitat vulneró el derecho al debido proceso al no dar trámite a los recursos 

interpuestos por el apoderado de la sociedad investigada.   

 

De los elementos de prueba que se aportaron en la demanda y del expediente administrativo 

con el que cuenta la entidad se observa lo siguiente:  

 

 En ejercicio de las facultades conferidas por la Ley 66 de 1968 y los Decretos Ley 

2610 de 1979, 078 de 1987 y los Decretos Distritales 572 de 2015, 121 de 2008 y el 

Acuerdo 079 del 2003, la Secretaría Distrital del Hábitat, mediante Auto n.° 3651 del 

30 de noviembre de 2017, abrió investigación administrativa en contra de la sociedad 

accionante, actuación que surtió el trámite de notificación personal el día 18 de febrero 

de 2018. 

 

 Mediante radicado n.° 1-2018-06270 del 1 de marzo de 2018, el señor Armando 

Higuera Robles, en su calidad de Gerente de la sociedad Interbauen radicó oficio 

indicando: 

 

“[…] con el fin de subsanar la obligación de entregar los estados financieros para 

mantener vigente el registro de enajenador No 2014104”.  

 

Es decir, reconociendo la omisión en la obligación consistente en la presentación 

extemporánea de los estados financieros derivados del registro de enajenador.  

 

 Mediante el Auto n.° 1712 del 13 de junio de 2018, se decretó el cierre del término 

probatorio y se corrió traslado para presentar alegatos de conclusión; para lo cual, 

mediante el radicado n.° 1-2018-30365, la sociedad INTERBAUEN presentó sus 

alegatos de conclusión. 

 

 Mediante la Resolución 1428 del 19 de noviembre de 2018, se multó a la sociedad 

accionante por la mora en doscientos cuarenta y cinco días, en la presentación de los 

estados financieros del año 2015. La resolución en mención fue notificada 

personalmente el día 4 de enero de 2019. 

 

 El día 21 de enero de 2019, siendo las 5:05 p.m., hora no hábil para la Secretaría 

Distrital del Hábitat, el señor Diego Mauricio Higuera, abogado que no estaba 

reconocido dentro del proceso administrativo sancionatorio, envío recurso de 

reposición en subsidio de apelación al correo de 

“servicioalciudadano@habitatbogota.gov.co” y a 

“notificacionesjudiciales@habitatbogota.gov.co” en contra de la Resolución n.° 1428 

del 19 de noviembre de 2019.  

 

mailto:servicioalciudadano@habitatbogota.gov.co
mailto:notificacionesjudiciales@habitatbogota.gov.co
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 El citado correo fue tramitado por la entidad mediante el radicado número 1-2019-

01989 del 23 de enero de 2019.  

 

 Mediante el radicado n.° 2-2019-23818, la Secretaría Distrital del Hábitat envió oficio 

de cobro persuasivo al señor Armando Higuera Robles, representante legal de la 

sociedad Interbauen. 

 

 Posteriormente, al evidenciar un lapsus calami en el envío del oficio con radicado             

n.° 2-2019-23818, pues el señor Diego Mauricio Higuera había interpuesto los recursos 

de reposición y apelación, esta entidad decidió resolverlos en procura de la salvaguarda 

de los derechos fundamentales de la persona investigada. 

 

 Así, mediante la Resolución 1708 del 22 de agosto de 2019, resolvió el recurso de 

reposición, desestimando los argumentos propuestos. Actuación que fue notificada 

personalmente el día 9 de septiembre de 2019, al apoderado de la sociedad 

demandante. 

 

 Mediante la Resolución 2534 del 14 de noviembre de 2019, la Subsecretaría de 

Inspección, Vigilancia y Control de Vivienda de la Secretaría Distrital del Hábitat 

resolvió el recurso de apelación confirmando en todas sus partes la Resolución 1428 

del 19 de noviembre de 2018.  

 

 La Resolución 2534 del 14 de noviembre de 2019, fue notificada por aviso a la 

sociedad Interbauen SAS el día 21 de enero de 2019.  

 

 Mediante el radicado n.° 1-2019-42392 del 18 de noviembre de 2019, el apoderado de 

la sociedad Interbauen presentó solicitud de nulidad. 

 

 Mediante el Auto n.° 56 del 17 de febrero de 2020, la Subsecretaria de Inspección, 

Vigilancia y Control de Vivienda declaró la improcedencia de la solicitud de nulidad. 

 

 El día 13 de marzo de 2020, se notificó personalmente el Auto n.° 56 del 17 de febrero 

de 2020. 

 

En este sentido, se debe señalar que el procedimiento administrativo enunciado es 

respetuoso de los postulados contenidos en el artículo 52 de la Ley 1437 de 2011 y el 

Decreto 572 de 2015.  

 

Asimismo, se evidencia que no es cierta la afirmación del demandante consistente en que 

esta entidad omitió su deber en resolver los recursos interpuestos, pues tal y como se probó, 

mediante las resoluciones 1708 del 22 de agosto de 2019 y 14 de noviembre de 2019, se 

resolvió el recurso de reposición y el de apelación, y por lo tanto, no se configura la causal 

de violación de violación en las normas en las que debería fundarse.  

 

Del mismo modo, se señala que, mediante radicado n.° 1-2020-02937, la Sociedad 

demandante presentó solicitud de conciliación prejudicial, como requisito de procedibilidad  

para demandar las resoluciones 1428 del 19 de noviembre de 2018, 1708 del 22 de agosto 

de 2019 y 2534 del 14 de noviembre de 2019. 

 

La mencionada solicitud de conciliación, radicación N° 114985/058-2020 de 7 de febrero 

de 2020 le correspondió por reparto a la Procuraduría  135 Judicial II para Asuntos 

Administrativos. Para tal efecto, el día 02 de julio de 2020 se realizó audiencia de 
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conciliación de manera no presencial previa comunicación y autorización de las partes, de 

acuerdo con la Resolución No. 127 de 2020 expedida por el Procurador General de la 

Nación, y se declaró fallida ante la imposibilidad de llegar a un acuerdo, por no existir 

ánimo conciliatorio entre las partes. 

 

En este sentido, consultado la página de la Rama Judicial de consultas de procesos, se 

evidencia que la sociedad demandante presentó demanda en contra de la Alcaldía Mayor de 

Bogotá – Secretaría Distrital del Hábitat el día 28 de julio de 2020, la cual le correspondió 

al Juzgado 41 Administrativo del Circuito de Bogotá, no obstante, el mismo remitió el 

proceso a reparto, para que sea conocido por la sección primera de los juzgados 

administrativos.  

 

Bajo este orden de ideas, el proceso fue asignado por reparto al Juzgado Quinto 

Administrativo del Circuito de Bogotá que, a su vez, declaró el impedimento por parte del 

juez para conocer el proceso en mención.  

3.2. Respecto a los cargos consistentes en el cuestionamiento de las facultades y 

competencias de la Secretaría Distrital del Hábitat para expedir los actos 

administrativos demandados.  

 

Los cargos de nulidad propuestos por el demandante, en resumen, consisten en: 

 

1. Infracción en las normas en las que debería fundarse y falsa motivación por 

desconocer la ley anti tramites. 

2. Falta de competencia para expedir los actos administrativos por la no aplicación del 

Decreto 497 de 1987. 

3. Violación del principio de legalidad de la sanción por aplicar normas que no 

expresan multas. 

 

La facultad sancionatoria del Estado se deriva de la potestad de intervención que éste tiene 

sobre ciertas actividades económicas, que por su trascendencia social requieren de una 

mayor tutela y vigilancia administrativa. Sobre esta base, le corresponde al legislador 

dentro de su libertad de configuración normativa, establecer el régimen aplicable para el 

ejercicio de la actividad controlada y, así mismo, definir o tipificar las conductas que se 

consideran infracciones a tal régimen y sus respectivas sanciones.  

 

En materia de inspección, vigilancia y control a la actividad de enajenación de inmuebles 

destinados a vivienda, el Legislador a través de la Ley 66 de 1968, modificada por los 

Decretos Leyes 2610 de 1979 y 78 de 1987, entre otros, estableció un sistema de 

intervención que permite cumplir dichas competencias con el fin de garantizar la 

efectividad del derecho a una vivienda digna, derecho el cual es de rango constitucional. 

 

Mediante el Decreto Ley 78 de 1987, le fueron asignadas al Distrito Capital y a todos los 

municipios del país beneficiarios de la cesión del Impuesto al Valor Agregado - IVA, las 

funciones de intervención ejercidas hasta ese momento por la Superintendencia Bancaria, 

relacionadas con el otorgamiento de permisos para el desarrollo de actividades de 

enajenación de inmuebles destinados a vivienda y con el otorgamiento de permisos para el 

desarrollo de los planes y programas de vivienda realizados por el sistema de 

autoconstrucción y de las actividades de enajenación de las soluciones de vivienda 

resultantes de los mismos, en los términos de la Ley 66 de 1968, el Decreto Ley 2610 de 

1979 y sus disposiciones reglamentarias. 
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La Constitución Política de 1991 en el capítulo III sobre “Régimen Municipal”, en el 

artículo 311 destaca que a los municipios corresponde prestar los servicios públicos, 

construir las obras que demande el progreso local, ordenar el desarrollo de su territorio, 

promover la participación comunitaria, el mejoramiento social y cultural de sus habitantes y 

cumplir las demás funciones que le asignen la Constitución y las leyes. Por su parte el 

artículo 313 enuncia las funciones que corresponden a los concejos, determinando en el 

numeral 7 “Reglamentar los usos del suelo y, dentro de los límites que fije la ley, vigilar y 

controlar las actividades relacionadas con la construcción y enajenación de inmuebles 

destinados a vivienda”.  

Por su parte, la Ley 136 del 2 de junio de 19941 en el artículo 187 determinó que la 

vigilancia y control de las actividades de construcción y enajenación de inmuebles 

destinados a vivienda correspondían a los concejos municipales, dentro de los límites 

señalados por las disposiciones legales y reglamentarias vigentes y dispuso claramente que 

el ejercicio de tales atribuciones “se llevará a cabo por parte de los municipios después de 

transcurridos seis (6) meses a partir de la vigencia de esta Ley”, pero además, impuso a la 

Superintendencia de Sociedades la obligación, para que dentro del término indicado, se 

traslade “a los municipios los documentos relativos a tales funciones e impartirá la 

capacitación que las autoridades de éstos requieran para el cabal cumplimiento de las 

misma”. 

 

El Decreto 1330 de 1987, crea la Dirección de Urbanización y Vivienda en el Distrito 

Especial de Bogotá, asignándole, entre otras, las funciones de 1) Llevar el registro de las 

personas naturales o jurídicas que se dediquen a las actividades contempladas en la Ley 66 

de 1968 y el Decreto 2610 de 1979. 2) Otorgar los permisos correspondientes para anunciar 

y/o desarrollar la actividad de enajenación de inmuebles a que se refiere el Artículo 2º. Del 

Decreto 2610 de 1979; actividad que se entiende desarrollada cuando las unidades 

habitacionales proyectadas o autorizadas sean cinco (5) o más. 3) Cancelar el registro de las 

personas que incumplan las disposiciones de la Ley 66 de 1968 y el Decreto Ley 2610 de 

1979.  

Posteriormente, el Decreto Distrital 540 de 1991 reguló las funciones asignadas a la 

entonces Dirección de Urbanización y Vivienda de la Alcaldía Mayor del Distrito Capital, 

en lo relacionado con el registro de las personas que ejercen la actividad de enajenación de 

inmuebles destinados a vivienda, el permiso para el anuncio y enajenación de dichos 

inmuebles y el control del otorgamiento de créditos, entre otros. 

El Decreto 1421 del 21 de julio de 1993, “Por el cual se dicta el régimen especial para el 

Distrito Capital de Santa Fe de Bogotá”, dispuso en el numeral 12 del artículo 12 que 

corresponde al Concejo Distrital expedir las reglamentaciones que le autorice la ley para la 

vigilancia y control de las actividades relacionadas con la enajenación de inmuebles 

destinados a vivienda en el Distrito Capital. 

Por medio del Decreto 405 de 1994, se asignó al Distrito Capital de Santa Fe de Bogotá y a 

los municipios la función inspección y vigilancia de las actividades de enajenación de 

inmuebles destinados a vivienda que estaban en cabeza de la Superintendencia de 

Sociedades. 

Es pertinente indicar que el Consejo de Estado, Sala Plena de lo Contencioso 

Administrativo, sentencia del 9 de abril de 1996, Rad. C- 289, H.C. Dr. Mario Alario 

Méndez., al desatar la colisión de competencias que se presentó entre el Concejo Distrital 

de Santa Fe de Bogotá y la Superintendencia de Sociedades sobre la inspección, vigilancia 

                                                           
1 Por la cual se dictan normas tendientes a modernizar la organización y el funcionamiento de los municipios. 
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y control de las actividades relacionadas con la construcción y enajenación de inmuebles 

destinados a vivienda, lo dirimió de la siguiente manera: 

“[…]  

Resulta claro para la Sala que al Concejo Distrital de Santafé de Bogotá 

corresponde la facultad de expedir las reglamentaciones que le autorice la ley para 

la vigilancia y control de las actividades relacionadas con la construcción, no en 

virtud de los artículo 313 numeral 7 de la Carta Política y 187 de la Ley 136 de 

1994, sino por mandato de la disposición antes transcrita, que tiene la misma fuerza 

o entidad normativa de una ley especial para el Distrital Capital, conforme con lo 

previsto en los artículo 322 y transitorio 41 de la Carta Política, ante la inexistencia 

de norma constitucional especial y expresa referida al mismo que le atribuya dicha 

facultad y porque tal norma especial prevalece frente a las normas que regulan a los 

municipios; y a la Alcaldía Mayor de Santafé de Bogotá, D.C., la de ejecutar tales 

reglamentaciones, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 38 numerales 1 y 4 del 

citado Decreto 1421 de 1993. 

  

En conclusión, las funciones de inspección y vigilancia de las actividades 

relacionadas con la enajenación de inmuebles destinados a vivienda de que tratan la 

Ley 66 de 1968 y el Decreto extraordinario 2610 de 1979, y entre éstas la de tomar 

posesión de los negocios, bienes y haberes de las personas jurídicas o naturales que 

se ocupen de tales actividades o disponer su liquidación, son hoy de competencia de 

la Alcaldía Mayor de Santafé de Bogotá, D.C., a quien corresponde ejecutar las 

reglamentaciones que sobre dicho aspecto expedía el Concejo Distrital de Santafé de 

Bogotá, y así habrá de declararse en la parte resolutiva de esta providencia”. 

Así, se declaró que es competencia de la Alcaldía Mayor de Santa Fe de Bogotá (hoy 

Bogotá Distrito Capital) vigilar y controlar las actividades relacionadas con la construcción 

y enajenación de inmuebles destinados a vivienda, dentro de los límites establecidos en la 

Ley, de conformidad con las reglamentaciones que sobre tales aspectos expida el Concejo 

Distrital de Santa Fe de Bogotá. 

Por otra parte, el artículo 109 de la Ley 388 de 1997 “Reglamentada por los Decretos 

Nacionales 150 y 507 de 1999; 932 y 1337 de 2002; 975 y 1788 de 2004; 973 de 2005; 

3600 de 2007; 4065 de 2008; 2190 de 2009; Reglamentada parcialmente por el Decreto 

Nacional 1160 de 2010”, dispuso que el Concejo Municipal o Distrital determinaría la 

instancia de la administración municipal encargada de ejercer la vigilancia y control de las 

actividades de construcción y enajenación de inmuebles destinados a vivienda. 

En tal virtud, mediante el Decreto 1083 de 1997, le asignó al Secretario General de la 

Alcaldía Mayor de Bogotá las funciones de ejercer el control, inspección y vigilancia de las 

personas naturales y jurídicas dedicadas a las actividades de urbanismo, construcción, 

enajenación y arrendamiento de inmuebles destinados a vivienda en jurisdicción del 

Distrito Capital de Santa Fe de Bogotá, D.C., cuando las unidades proyectadas sean cinco 

(5) o más, en los términos de la Ley 66 de 1968, el Decreto Reglamentario 219 de 1969, el 

Decreto Ley 2610 de 1979, el Decreto Ley 78 de 1987, el Decreto 405 de 1994, el Decreto 

Distrital 540 de 1991, la Ley 56 de 1985, el Decreto 1919 de 1986, el Decreto 

Reglamentario 1816 de 1990, la Ley 9 de 1989, la Ley 388 de 1997 y demás disposiciones 

vigentes sobre la materia, en especial los Acuerdos que expida el Concejo Distrital. 

Para el caso de Bogotá D.C., el Acuerdo Distrital 079 de 20032, en su artículo 201, 

derogado por el artículo 34 del Acuerdo 735 de 20193, designa como autoridad 

                                                           
2 Por la cual se expide el Código de Policía de Bogotá, D.C. 



 

 

 

 

 

Continuación contestación medio de control                                 Página 8 de 13 

Referencia: 2019-00203. 

Demandante: INTERBAUEN S.A.S.  

 

                                                    

 

administrativa de policía con competencias especiales a la Subsecretaría de Inspección, 

Vigilancia y Control de Vivienda de la Secretaría Distrital del Hábitat, con el objeto de 

promover, prevenir, mantener, preservar o restaurar el derecho a la vivienda digna, al 

patrimonio y al orden público, de conformidad con lo dispuesto por la Ley 66 de 1968, los 

Decretos Leyes 2610 de 1979 y 078 de 19874, la Ley 56 de 19855, en concordancia con las 

leyes 9 de 19896, 388 de 1997, 400 de 19977, la Ley 820 de 20038, el Decreto Distrital 190 

de 20049 y el Decreto 572 de 201510 y las disposiciones que los modifiquen, complementen 

o adicionen. 

 

De acuerdo con el contexto normativo antes referenciado, es claro que la Secretaría 

Distrital del Hábitat, y en general, todos los municipios beneficiarios de la cesión del 

Impuesto sobre el Valor Añadido –IVA, es competente para imponer sanciones a las 

personas naturales y/o jurídicas sujetas al régimen de inspección, vigilancia y control de 

vivienda.  

3.3. Respecto al cargo “Violación del principio de legalidad por expresar normas que 

no expresan las multas”.  

 

Sobre este cargo de violación no se hará mención, pues ataca la legalidad del Decreto 572 

de 201511, acto administrativo que se encuentra vigente en el Distrito Capital y que no ha 

sido objeto de suspensión provisional o declarado nulo por la jurisdicción contencioso 

administrativo, por lo que esta no es la instancia adecuada para debatir sobre su legalidad.  

3.4. Sobre el cargo referente a la -Intervención abusiva del derecho a la intimidad 

de la persona jurídica-.  

 

El Estado, a través de sus entidades territoriales, tiene un interés legítimo en la inspección, 

vigilancia y control de las personas naturales y/o jurídicas cuya actividad comercial es la de 

enajenación y/o construcción de bienes inmuebles destinados a vivienda, ya que estas 

funciones administrativas garantizan el derecho de los ciudadanos en el goce de una 

vivienda en condiciones de dignidad.  

 

Al respecto ha de precisarse que conforme a lo establecido en el artículo 15 de la 

Constitución Política de Colombia que establece: 

 

“ARTICULO 15. Todas las personas tienen derecho a su intimidad personal y 

familiar y a su buen nombre, y el Estado debe respetarlos y hacerlos respetar. De 

igual modo, tienen derecho a conocer, actualizar y rectificar las informaciones que se 

                                                                                                                                                                                 
3 Por el cual se dictan normas sobre competencias y atribuciones de las Autoridades Distritales de Policía, se 

modifican los Acuerdos Distritales 79 de 2003, 257 de 2006, 637 de 2016, y se dictan otras disposiciones. 
4 Por el cual se asignan unas funciones a entidades territoriales beneficiarias de la cesión del impuesto al 

Valor Agregado (I.V.A.). 
5 Por el cual se asignan unas funciones a entidades territoriales beneficiarias de la cesión del impuesto al 

Valor Agregado (I.V.A.). (Derogado por el art. 43, Ley 820 de 2003). 
6 Por la cual se dictan normas sobre planes de desarrollo municipal, compraventa y expropiación de bienes y 

se dictan otras disposiciones 
7 Por la cual se modifica la Ley 9 de 1989, y la Ley 2 de 1991 y se dictan otras disposiciones. 
8 Por la cual se expide el régimen de arrendamiento de vivienda urbana y se dictan otras disposiciones. 
9 Compila los Decretos 619 de 2000 por el cual expidió el Plan de Ordenamiento Territorial, y 469 de 2003, 

por el cual se Revisó el Plan de Ordenamiento Territorial de Bogotá. 
10 Por el cual se dictan normas que reglamentan el procedimiento especial para el cumplimiento de las 

funciones de Inspección, Vigilancia y Control de Vivienda de la Secretaría Distrital del Hábitat. 
11 Por el cual se dictan normas que reglamentan el procedimiento especial para el cumplimiento de las 

funciones de Inspección, Vigilancia y Control de Vivienda de la Secretaría Distrital del Hábitat. 
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hayan recogido sobre ellas en bancos de datos y en archivos de entidades públicas y 

privadas. 

(…) 

Para efectos tributarios o judiciales y para los casos de inspección, vigilancia e 

intervención del Estado podrá exigirse la presentación de libros de contabilidad y 

demás documentos privados, en los términos que señale la ley”.  

 

Conforme a lo anterior, la Constitución Política de Colombia establece tres (3) excepciones 

para la presentación de libros de contabilidad y demás documentos privados, a saber: (i) 

para efectos tributarios, (ii) para efectos judiciales y, (iii) para efectos de inspección, 

vigilancia e intervención del Estado. Por lo anterior, resulta constitucional la obligación de 

presentar los balances financieros contenida en el aparte demandado, pues para efectos del 

ejercicio de las funciones de inspección, vigilancia y control de vivienda la constitución así 

lo prevé. 

 

Sobre la constitucionalidad de las restricciones constitucionales del derecho a la intimidad, 

y consiguiente facultad estatal de exigir la presentación de libros de contabilidad y demás 

documentos privados, la Corte Constitucional en sentencia C-489 de 1995, M.P., Eduardo 

Cifuentes Muñoz, refiriéndose a lo ya indicado en la Sentencia ST-381 de 1993. M.P., José 

Gregorio Hernández Galindo, señaló: 

 

 "Ahora bien, como facultad alguna en manos de los funcionarios estatales puede ser 

omnímoda ni de infinito o arbitrario alcance cuando se ejerce en un Estado de 

Derecho, debe repetirse que, por una parte la misma Constitución ha definido la 

órbita y los propósitos dentro de los cuales la enunciada atribución puede ser 

ejercida: para los exclusivos fines tributarios o judiciales y para que el Estado 

cumpla con eficiencia sus funciones de inspección, vigilancia e intervención. (...) 

 

 "Es lícito, entonces, que el Estado exija documentos privados de cuyo análisis y 

evaluación pueda concluirse la determinación de costos, rentas, tributos, exenciones, 

retenciones, pasivos, pagos y deducciones, siempre y cuando su actividad de 

inspección, investigación y vigilancia se lleve a cabo en los términos dispuestos por 

la ley y para los exclusivos fines que contempla el artículo 15 de la Carta. Se trata de 

elementos de juicio, de verdaderas pruebas, que hacen parte de una actuación 

administrativa específicamente autorizada por la Constitución y, mientras su trámite 

se sujete a la ley que la regula, está permitida y, más aún, adelantarla constituye 

obligación para la Administración de Impuestos. (...) 

 

 "Debe tenerse en cuenta que el Estado no puede ser privado de su poder de 

indagación tributaria ni de su capacidad investigativa, las cuales, por ser de orden 

público, prevalecen sobre la voluntad de los particulares y se imponen a ellos. Por 

tanto, las competentes agencias estatales no pueden ser limitadas por la reserva - 

como lo quiere la sociedad petente - en la búsqueda de pruebas orientadas a definir 

el monto real de las obligaciones a cargo de los contribuyentes, menos aun si existen 

indicios acerca de comportamientos evasivos. Restringir esos poderes de tal manera 

que, en gracia de la reserva, se obligue al Estado a tomar por ciertas e 

incontrovertibles las declaraciones de los contribuyentes, conduciría no sólo a la 

inutilidad e inaplicabilidad del artículo 15, inciso último, de la Carta, sino que sería 

un retroceso a la ya superada época del "Estado-gendarme". (Negrillas nuestra).  

 

Como se puede observar, el levantamiento de la reserva de documentos privados -para 

efectos de inspección, vigilancia y control-, por sí sola, no limita el derecho fundamental a 
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la intimidad. El Constituyente por sí mismo exceptuó para el ejercicio de las funciones de 

inspección y vigilancia en los casos en que se justifica la restricción de este derecho por 

razones de interés general.  

 

Por lo tanto, no se está realizando una “intervención abusiva del derecho a la intimidad de 

la persona jurídica” (sociedad demandante), pues las funciones de inspección, vigilancia y 

control están amparadas por el constituyente primario.   

3.5. Respecto a la supuesta “Ilegalidad de la indexación de la multa.”  

 

Según lo establecido en el parágrafo 1º del artículo 3º del Decreto 2610 de 1979, el 

incumplimiento de dicha obligación acarrea una sanción de carácter monetario, 

indistintamente si se encuentra o no ejerciendo la actividad o si lo hace de forma ocasional 

o no; la no presentación oportuna de los balances es susceptible de una sanción con multas 

equivalentes a mil ($1.000) pesos M/CTE por cada día de retardo a favor del Tesoro 

Nacional, hoy Tesoro Distrital.  

Ahora bien en relación a la cuantía de la sanción y la dosimetría de la misma, es clara la 

norma al indicar que por cada día de retardo habrá una sanción de mil pesos m/cte ($1.000) 

No obstante, dicha sanción es indexada con el propósito de impedir la pérdida de poder 

adquisitivo de la moneda caracterizándose por los siguientes aspectos: 

 

 Es un proceso objetivo al que se le aplican índices de público conocimiento, como el 

Índice de Precios al Consumidor - IPC. 

 Es un proceso que garantiza la efectividad del derecho sustantivo. 

 Permite que el pago de una obligación sea total y no parcial por la pérdida del poder 

adquisitivo de la moneda en el tiempo. 

 Desarrolla la justicia y la equidad. 

 Cuando se indexa una suma de dinero pasado no se condena en el presente a un mayor 

valor, sino exactamente al mismo valor pasado pero en términos presentes. 

 

La Secretaría Distrital del Hábitat acoge mediante la Directiva 001 de 2010 entre otros, el 

pronunciamiento emitido por la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado, 

Concepto 1564 del 18 de mayo de 2004, del Consejero Ponente Susana Montes de 

Echeverri, referente a multas e indexación. 

 

El mencionado pronunciamiento reitera que: “(...) Cuando se trata de sumas fijas que no 

han tenido el beneficio de los ajustes periódicos dispuestos por la ley, es procedente su 

actualización "pues sería inequitativo" que el accionante recibiera una suma depreciada 

por el transcurso del tiempo. Para ello se acudirá a la fórmula que ha venido siendo 

utilizada de tiempo atrás por la Sección Tercera de la Corporación, según la cual el valor 

presente (R) se determina multiplicando el valor histórico (Rh) por el guarismo que resulta 

de dividir el índice final de precios al consumidor certificado por el DANE (vigente a la 

fecha de esta sentencia) por el índice inicial (vigente a la fecha de ejecución del acto 

acusado)." (Negrilla fuera del texto original) 
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Lo anterior implica que, al aplicar la indexación de los valores de las sanciones, el ente de 

control ve materializada su facultad coercitiva para conminar a los administrados a cumplir 

con sus obligaciones y a persuadirlos la no comisión de conductas que infringen la 

normatividad bajo su control. 

 

Asimismo, mediante sentencia de fecha 30 de mayo de 2013, emitida dentro de la acción de 

nulidad simple No. 2006-00986, del Consejo de Estado, la cual realizó el estudio de 

legalidad de la Directiva 001 del 11 de octubre de 2004 expedida por el entonces 

Subdirector de Control de Vivienda del Departamento Técnico Administrativo del Medio 

Ambiente de Bogotá D.C.- DAMA (hoy Secretaría Distrital del Hábitat), el Consejo de 

Estado se pronunció indicando que la actualización dineraria de las multas impuestas por 

este Despacho es totalmente ajustada a Derecho, así: 

 

"Estima la Sala que el procedimiento de actualización, indexación, indización o, 

simplemente, corrección monetaria, no implica el reconocimiento de un derecho 

adicional como un perjuicio o, si se quiere, la imposición de una sanción adicional. 

Para la Sala resulta absolutamente claro que las sanciones, cualquiera que ellas 

sean, deben siempre respetar el Principio de Legalidad de la Pena, esto es, deben ser 

autorizadas por el Legislador y ser impuestas, previo el trámite de un debido proceso 

en el que se le respete el derecho de defensa y oposición al sancionado. 

Sin embargo, la sala reitera, quo este no es el caso en el que se procede a realizar la 

corrección monetaria de sumas impagadas. En este evento, lo que se está haciendo es 

simplemente traer a valor presente las sumas de dinero que, por el paso del tiempo, 

han perdido poder de adquisición o de compra. Nada más que eso. Está lejos de 

constituirse en una sanción económica a favor de quien se reconozca. 

 Revisada, estudiada y analizada la Directiva acusada (anverso y reverso del folio 

121 el cuaderno principal), encuentra la Sala que, en efecto, ella se ajusta a los 

principios y reglas propios de la Actualización Monetaria, ya que en ella no se 

prevén multas adicionales ni sanciones diferentes a las previstas en el Decreto Ley 

2610 de 1979. 

Lo (único que hace la Directiva cuestionada es ajustar, actualizar, corregir a valor 

presente unos valores que por el paso del tiempo se encuentran depreciados, lo que 

obedece a la aplicación de los principios de justicia y equidad12”. (Negrillas y 

subrayas fuera de texto). 

 

La indexación de las obligaciones es una figura que nace como una respuesta a un 

fenómeno económico derivado del proceso de depreciación de la moneda cuya finalidad 

última es conservar en el tiempo su poder adquisitivo, de tal manera que, en aplicación de 

principios, tales como, el de equidad y de justicia, de reciprocidad contractual, el de 

integridad del pago y el de reparación integral del daño, el acreedor de cualquier obligación 

de ejecución diferida en el tiempo esté protegido contra sus efectos nocivos. 

 

Así las cosas, el mecanismo de la indexación, considerado como la adecuación automática 

de las magnitudes monetarias a las variaciones del nivel de precios con el fin de mantener 

constante su valor real, es un mecanismo objetivo de ajuste periódico que permite actualizar 

el valor de cualquier clase de obligación económica cuando el tiempo transcurrido entre la 

                                                           
12 Consejo de Estado, Sala de Io Contencioso Administrativo, Sección Primera, treinta (30) de mayo de  2013, 

Exp. número 2006-00986-01. 
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fecha en que se fija el valor de la obligación y el momento en que ésta debe pagarse afecta 

la capacidad adquisitiva de la moneda. 

 

Ha sido claro en la jurisprudencia nacional reciente que este proceso de actualización no 

genera el pago de un mayor valor y que simplemente reproduce exactamente el mismo 

traído a valor presente, situación que ha sido reiterada en diferentes pronunciamientos, 

algunos de ellos referidos en el análisis realizado en el Concepto 1564 del 18 de mayo de 

2004 mencionado anteriormente 

 

Por lo tanto, la multa descrita requiere de la correspondiente indexación con fundamento en 

los criterios auxiliares establecidos en el artículo 230 de la Constitución Política, dentro de 

los cuales se consagran los criterios de justicia y equidad, en la protección y tutela del 

Estado de Derecho, es decir, en las normas que regulan la actividad de construcción y 

enajenación de inmuebles destinados a vivienda que en este caso, se traduce en proteger de 

manera efectiva el derecho constitucional a la vivienda digna de los habitantes de Bogotá.  

V. Solicitud de sentencia anticipada. 

 

El artículo 13 del Decreto Legislativo 806 de 202013, establece: 

 

“ARTÍCULO 13. Sentencia anticipada en lo contencioso administrativo. El juzgador 

deberá dictar sentencia anticipada: 

 

1. Antes de la audiencia inicial, cuando se trate de asuntos de puro derecho o no 

fuere necesario practicar pruebas, caso en el cual correrá traslado para alegar por 

escrito, en la forma prevista en el inciso final del artículo 181 de la Ley 1437 de 2011 

y la sentencia se proferirá por escrito. 

[…] 

3. En la segunda etapa del proceso prevista en el artículo 179 de la Ley 1437 de 

2011, cuando encuentre probada la cosa juzgada, la transacción; la conciliación, la 

caducidad, la prescripción extintiva y la falta de legitimación en la causa. La 

sentencia se dictará oralmente en audiencia o se proferirá por escrito. En este caso 

no se correrá traslado para alegar. 

 

Teniendo en cuenta que el asunto que se discute es de puro derecho y que no se hace 

necesario la práctica de pruebas, se solicita prescindir de las etapas primera y segunda 

previstas en el artículo 179 de la Ley 1437 de 2011 y en su lugar, correr traslado para alegar 

de conclusión por escrito. 

VI. Pruebas 

  

1. Expediente administrativo de la investigación administrativa.   

VII. Anexos  

 

Documentos que acreditan la representación judicial: 

1. Poder especial. 
                                                           
13 Por el cual se adoptan medidas para implementar las tecnologías de la información y las comunicaciones en 

las actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio 

de justicia, en el marco del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica. 
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2. Decreto de nombramiento de la Secretaria Distrital del Hábitat. 

3. Acta de posesión de la Secretaria Distrital del Hábitat. 

VIII. Notificaciones 

 

En atención a lo establecido en el Decreto 806 de 2020 el correo electrónico registrado en 

el Registro Nacional de Abogados es: “sebastianparraraffan@outlook.com”.  

 

No obstante, según lo previsto en el artículo 19714 de la Ley 1437 de 2011, la Secretaría 

Distrital del Hábitat y el suscrito recibirán notificaciones en la Secretaría de su Despacho, o 

en la Carrera 52 No. 13 — 64 de Bogotá D.C. PBX: 358 1600 y al correo 

“notificacionesjudiciales@habitatbogota.gov.co”. 

 

De Usted atentamente, 

 

                                                           
14 “Artículo 197. Dirección electrónica para efectos de notificaciones. Las entidades públicas de todos los 

niveles, las privadas que cumplan funciones públicas y el Ministerio Público que actúe ante esta jurisdicción, 

deben tener un buzón de correo electrónico exclusivamente para recibir notificaciones judiciales. 

Para los efectos de este Código se entenderán como personales las notificaciones surtidas a través del buzón 

de correo electrónico.” 

mailto:sebastianparraraffan@outlook.com
mailto:notificacionesjudiciales@habitatbogota.gov.co






























































































































































































































































































































































































































































































































































































  

  

  

Fecha de Consulta : Lunes, 08 de Febrero de 2021 - 12:33:42 P.M.

Número de Proceso Consultado: 11001333704120200017200

Ciudad: BOGOTA, D.C.

Corporacion/Especialidad: JUZGADOS ADMINISTRATIVOS DE BOGOTA (ORAL)

Datos del Proceso
Información de Radicación del Proceso

Despacho Ponente
041 JUZGADO ADMINISTRATIVO - ORAL SEC CUARTA JUZGADO 41 ADMINISTRATIVO SEC CUARTA ORAL BOGOTA

Clasificación del Proceso
Tipo Clase Recurso Ubicación del Expediente

ORDINARIO NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO Sin Tipo de Recurso OFICINA DE APOYO - LETRA

Sujetos Procesales
Demandante(s) Demandado(s)

- SOL11253
- INTERBAUEN SAS - ALCALDIA MAYOR DE BOGOTA-SECRETARIA DE HABITAT

Contenido de Radicación
Contenido

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO SE DEJA CONSTANCIA QUE SE RECIBE DEMANDA EN LINEA DEL 14/07/2020

Actuaciones del Proceso
Fecha de
Actuación Actuación Anotación Fecha Inicia

Término
Fecha Finaliza

Término
Fecha de
Registro

16 Sep 2020 OFICIO REMISORIO A REPARTO PARA QUE SEA REPARTIDO ENTRE LOS JUZGADOS DE LA SECCIÓN PRIMERA 16 Sep 2020

21 Aug 2020 NOTIFICACION POR
ESTADO ACTUACIÓN REGISTRADA EL 21/08/2020 A LAS 14:06:47. 24 Aug 2020 24 Aug 2020 21 Aug 2020

21 Aug 2020
AUTO REMITE

JUZGADOS
ADMINISTRATIVOS

REMITIR POR COMPETENCIA EL PRESENTE PROCESO A LA SECCIÓN PRIMERA DE JUZGADOS
ADMINISTRATIVOS DE BOGOTÁ (REPARTO), 21 Aug 2020

29 Jul 2020 AL DESPACHO 29 Jul 2020

28 Jul 2020 REPARTO Y
RADICACIÓN REPARTO Y RADICACION DEL PROCESO REALIZADAS EL MARTES, 28 DE JULIO DE 2020 28 Jul 2020 28 Jul 2020 28 Jul 2020



  

  

  

Fecha de Consulta : Lunes, 08 de Febrero de 2021 - 12:31:59 P.M.

Número de Proceso Consultado: 11001333400520200022700

Ciudad: BOGOTA, D.C.

Corporacion/Especialidad: JUZGADOS ADMINISTRATIVOS DE BOGOTA (ORAL)

Datos del Proceso
Información de Radicación del Proceso

Despacho Ponente
005 JUZGADO ADMINISTRATIVO - ORAL SEC PRIMERA JUZGADO 5 ADMINISTRATIVO SEC PRIMERA ORAL BOGOTA

Clasificación del Proceso
Tipo Clase Recurso Ubicación del Expediente

ORDINARIO NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO Sin Tipo de Recurso SECRETARIA

Sujetos Procesales
Demandante(s) Demandado(s)

- INTERBAUEN SAS - ALCALDIA MAYOR DE BOGOTA - SECRETARIA DISTRITAL DE HABITAD

Contenido de Radicación
Contenido

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO REMITE JDO 41 ADMINISTRATIVO BOGOTA EXP. 2020-00172

Actuaciones del Proceso
Fecha de
Actuación Actuación Anotación Fecha Inicia

Término
Fecha Finaliza

Término
Fecha de
Registro

24 Nov 2020 NOTIFICACION POR
ESTADO ACTUACIÓN REGISTRADA EL 24/11/2020 A LAS 17:34:51. 25 Nov 2020 25 Nov 2020 24 Nov 2020

24 Nov 2020 MANIFIESTA
IMPEDIMENTO SE DECLARA IMPEDIMENTO POR PARTE DEL JUEZ 24 Nov 2020

20 Nov 2020 AL DESPACHO POR
REPARTO 20 Nov 2020

18 Sep 2020 REPARTO Y
RADICACIÓN REPARTO Y RADICACION DEL PROCESO REALIZADAS EL VIERNES, 18 DE SEPTIEMBRE DE 2020 18 Sep 2020 18 Sep 2020 18 Sep 2020


